
Queja Núm. 164/2011 

Quejosa: [******] 

Resolución: ANR y Recomendación 
 

  Ciudad Victoria, Tamaulipas, a los dos días del mes de 

marzo del año dos mil quince. 

 

 

  Visto para resolver en definitiva el expediente de queja 

número 164/2011, promovido por la C. [******], quien denunció 

actos presuntamente violatorios de derechos humanos imputados 

al Director de Asuntos Notariales del Estado y Director de 

Averiguaciones Previas Penales; una vez agotado el procedimiento, 

se resuelve de conformidad con los siguientes: 

 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

  1. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de 

Tamaulipas, por conducto de sus oficinas centrales, recibió el 

escrito de queja presentada por la C. [******], en la que expuso 

textualmente: 

“…Que la suscrita acudí por escrito ante el Director de Asuntos 

Notariales  del Estado a presentar queja en contra del Notario 
Público  número 233, [******], con ejercicio en el Quinto Distrito 

Judicial de la ciudad de Reynosa, Tamaulipas, toda vez que tuvo 

participación  en la elaboración de unas escrituras en fecha 30 de 

marzo  de 2009, en las que aparece como vendedora  mi difunta 

madre  la señora [******], quien falleció el 22 de julio de 1975; 

ahora bien, es el caso que el escrito a que hago  referencia fue 

recibido  en  la mencionada  Dirección el día 30 de abril de 2010, y 

hasta la fecha dicha autoridad  ha sido omisa en notificarme qué 

trámite  le dio a mi escrito, desconociendo si se haya  iniciado 

algún  procedimiento o si haya sido turnado  ante otra instancia. 

Por otra parte, deseo señalar  que mis tíos [******], presentaron 

ante la Dirección de Averiguaciones Previas  una denuncia y/o 

querella  en contra de quien resulte responsable, por los delitos de 



falsificación y uso de documentos públicos o privados, fraude y 

despojo  de bien inmueble, es el caso que considero que no se le 

ha dado el debido trámite  a dicho expediente, toda vez que se 

inició a mediados de julio  de este año y hasta la fecha  no se ha 

citado a declarar  al presunto responsable  ni se ha solicitado vía 

exhorto  dicha diligencia, por lo que considero que dicha autoridad  

está incurriendo  en dilación en la procuración de justicia”. 

 
 

  2. Una vez analizado el contenido de la queja, ésta se 

calificó como presuntamente violatoria de derechos humanos, por 

lo cual se admitió a trámite, radicándose bajo el número 

164/2011, y se acordó solicitar a las autoridades señaladas como 

responsables, rindieran un informe justificado, relacionado con los 

hechos denunciados, así como la exhibición de toda la 

documentación que se hubiera integrado sobre el caso.  

 

 

  3. Mediante oficio número SSGG-DAN/1972/11, de 

fecha 01 de septiembre del 2012, el C. [******], Director de 

Asuntos Notariales de esta ciudad, informó lo siguiente: 

“…En  primer lugar afirmo que por lo que hace al suscrito no es 

cierto los actos u omisiones que se imputan. Los antecedentes de 
la queja que la señora [******] presentó ante esta Dirección son 

los siguientes: 1. Por escrito  sin fecha recibido el 30 de abril del 

2010, dirigido a la Dirección de Asuntos Notariales la señora 

[******] presentó “queja y extrañamiento” en contra del Lic. 

[******], Notario Público número 233 en ejercicio en Reynosa, 

Tamaulipas, aduciendo entre otras cosas, que en una escritura  del 

2009 elaborada por el Notario mencionado aparece  como 

vendedora su madre  quien según ella  falleció hace  más de 35 

años. Acompañó a su escrito los documentos que consideró 

necesarios  para justificar su dicho  y además solicitó se le 

otorgaran copias de los contratos de compra venta donde su 

madre aparece como vendedora. 2. Por oficio número  1052/10 de 

fecha 13 de mayo del 2010 la licenciada [******], en ese entonces 
Directora de Asuntos Notariales  le envió un oficio a la quejosa por 

el cual le acusa de recibido  la queja y le informa que no se le 

puede expedir la copia que solicita. 3. Por oficio 1265/10 del 



primero de junio del 2010, la licenciada [******], le solicitó  al 

Notario el informe  correspondiente, mismo que no rindió. 4. En 

fecha 2 de agosto  del 2010, se recibió una demanda  de amparo 

en contra de la Dirección promovido por la ahora quejosa, 

alegando la violación al artículo 8° de la Constitución. Al día 

siguiente la licenciada [******], rindió el informe justificado. Dicho 

amparo se sobreseyó según aparece en la lista de acuerdos  de 

fecha trece de septiembre del 2010, del Juzgado Segundo  de 

Distrito con residencia en esta ciudad. 5. Por oficio 1929/10 del 

tres de septiembre del 2010 la licenciada [******], nuevamente  le 

solicitó al  Notario  que rindiera el informe correspondiente, mismo 

que  tampoco rindió.6. Obra en el expediente un escrito de fecha 

04 de noviembre  de 2010, dirigido al Director de Asuntos 
Notariales supuestamente firmado  por [******] y en el que se 

expresa: “Que ocurro por medio del presente escrito  por mi propio 

derecho  a desistirme, de la Demanda Queja y Extrañamiento en 

contra del Notario Público Número 233, [******] Lo anterior por 

haber  alcanzado el objetivo deseado y haber resuelto 

satisfactoriamente  mi objetivo…” Este escrito al parecer es una 

copia fotostática; tiene un sello de recibido  de fecha 19 de enero 

de 2011 de esta Dirección. A esta promoción no recayó ningún 

acuerdo. 7. Es importante señalar  que la Lic. [******]dejó de 

ostentar  el cargo de Directora de Asuntos Notariales, el día  31 de 

diciembre de 2010. 8. el primer contacto que como Director se 

tuvo  con la señora [******] fue el 26 de mayo  del año en curso 
en el que compareció a solicitar informes sobre el estado que 

guardaba la queja. De inmediato se le proporcionó la información 

solicitada. La quejosa quedó de remitir más  documentación para 

fortalecer su queja, lo que hasta este momento no ha hecho. En el 

expediente  existe el acta  que se levantó haciendo constar la 

comparecencia de esta persona. Es importante señalar que el 

escrito mencionado en el punto 5 que antecede, no obraba en el 

expediente el día 26 de mayo en que compareció la persona 

mencionada a esta Dirección. Este  escrito se encontraba dentro de 

un paquete pendiente de archivar, tal y como se desprende del 

acta administrativa  de fecha 11 de julio  de 2011 que obra 

agregada al expediente. 9. Por auto de fecha 7 de junio siguiente 

se ordenó solicitar nuevamente el informe  al Notario y  se le 
concedió el término  de cinco días  para que lo hiciera, enviándose 

al efecto  por correo  certificado  el oficio 1424 de la misma fecha. 

10. En virtud de que el notario no dio respuesta dentro del término 

que al efecto se le concedió, con fecha 8 de julio del año en curso, 

se dictó un acuerdo por el que se ordenó con fundamento en lo 

dispuesto por la fracción X del artículo 144 de la Ley del Notariado 



en vigor, comunicar  al Ejecutivo del Estado por conducto del 

Secretario General de Gobierno las irregularidades que se le  

imputan al Notario y se pueda determinar  si ha habido o no 

violación a la ley. 11. Con la misma fecha  y con el número 1678 

se remitió el oficio correspondiente, habiendo sido recibido en la 

oficina  del Subsecretario  de Servicios y Gestión Gubernamental el 

once siguiente. 12. Mediante oficio de fecha 7 de julio  del 2011, 

recibido  el once siguiente, el Lic. [******] manifestó al respecto 

del oficio  girado por el suscrito  como actual Director  de Asuntos 

Notariales, lo siguiente: “En relación a su oficio número  SSGG-

DAN/1424/11, me permito hacer  de su conocimiento que no estoy  

de acuerdo con el término  Queja, más bien sería inconformidad, 

toda vez que en mi proceder  como Notario Público  no he hecho 
algo indebido y tampoco se me ha  demostrado, toda vez que la 

inconforme nunca se ha presentado a esta Notaría a mi cargo a 

pedir aclaración alguna  que si bien es cierto como dice  la persona 

que existen documentos apócrifos, debe  de agotar las instancias  

necesarias antes de presentarse a la Dirección de Asuntos 

Notariales. Y si no  contesté en tiempo  y forma oportuna los 

oficios anteriores  al de usted, es porque obra en mi poder un 

escrito de desistimiento  de la demanda (de queja y 

extrañamiento) en contra del suscrito, copia misma que me hizo 

llegar el adquiriente  del bien inmueble. No omito manifestarle que 

el documento de desistimiento  debe de existir en el expediente de 

esta Notaría a mi cargo, de  esa dirección que Usted dirige, y de 
ser así considero su actitud un tanto oficiosa al querer seguir  

dándole seguimiento  de oficio a dicha inconformidad, quiero 

recordarle  que usted también es notario y que conoce 

perfectamente  que nuestro actuar es de buena fe…”. 13. Por auto 

de fecha 2 de agosto  del año en curso (período de  vacaciones  del 

18 al 29 de julio) habida cuenta  que la queja no se había 

registrado, se ordenó asignarle un número consecutivo y de esa 

forma llevar un control de las inconformidades  presentadas  en 

contra de Notarios. 14. De acuerdo con las constancias de autos, la 

última ocasión en que la quejosa se presentó a esta Dirección fue 

el 26 de mayo del año en curso sin que a la fecha  haya 

acompañado la demás documentación que ofreció presentar  y no 

obstante eso, esta Dirección ha continuado dando curso  a la queja 
y tan es así  que el Notario  ha considerado nuestra actuación “un 

tanto oficiosa al querer seguir dando  seguimiento de oficio a dicha 

inconformidad…”. La última actuación de esta Dirección es del 2 de 

agosto del año en curso”. 

 



4. El informerendido por la autoridad señalada como 

responsable, fue notificado ala quejosa, para que expresara lo que 

a su interés conviniere, y por considerarse necesario, con base en 

lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley que rige a esta Comisión, 

se declaró la apertura de un periodo probatorio por el plazo de diez 

días hábiles. 

 

5. Dentro del procedimiento se ofrecieron y 

desahogaron las siguientes probanzas: 

 

5.1. PRUEBAS APORTADAS POR LAS 

AUTORIDADES SEÑALADAS COMO RESPONSABLES: 

5.1.1. Documental consistente en copia certificada del 

procedimiento administrativo número 003/2010, iniciado con 

motivo de la queja presentada por la C. [******], en contra del Lic. 

[******], ante la Dirección de Asuntos Notariales del Estado. 

 

5.1.2. Documental consistente en copias certificadas de 

la Averiguación Previa número 135/2011, iniciada con motivo de 

los hechos denunciados por [******]. 

 

5.2. PRUEBAS APORTADAS POR LA QUEJOSA: 

5.2.1. Documental consistente en copia certificada de 

resolución dictada dentro del expediente administrativo número 

003/2010, iniciado con motivo de la queja presentada por la C. 

[******], en contra del Lic. [******], ante la Dirección de Asuntos 

Notariales del Estado. 

 



 

6. Una vez concluido el periodo probatorio, el 

expediente quedó en estado de resolución, y de cuyo análisis se 

desprenden las siguientes: 

 

C O N C L U S I O N E S 

 

 

PRIMERA. Este Organismo es competente para 

conocer la queja interpuesta por la C. [******], por tratarse de 

actos u omisiones presuntamente violatorios de derechos 

humanos, imputados a autoridades estatales, de conformidad 

con lo dispuesto en los artículos 102 apartado “B” de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 126 de la 

Constitución Política del Estado de Tamaulipas, 3 y 8 fracciones 

I, II, III y IV de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de Tamaulipas, así como en la resolución A/RES/48/134 

concerniente a los Principios relativos al Estudio y 

Funcionamiento de las Instituciones Nacionales de Protección y 

Promoción de los Derechos Humanos (Principios de París), que 

establece como responsabilidad de los organismos nacionales de 

protección de derechos humanos la promoción y defensa de los 

derechos de las personas de acuerdo con el derecho 

internacional de la materia (apartado A, punto 3, inciso b). 

 

  SEGUNDA. Los actos reclamados por la C. [******] 

consistieron por una parte en que acudió ante el Director de 

Asuntos Notariales del Estado a interponer queja en contra del 



Notario Público número 233 Alfonso Fuentes García, que dicho 

escrito fue recibido en esa dirección y la autoridad fue omisa en 

notificarle qué trámite le dio a su escrito, violentando 

presuntamente el derecho de petición establecido por el artículo 8 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 

establece que cualquier gobernado que presente una petición ante 

una autoridad, tiene derecho a recibir una respuesta, siempre y 

cuando dicha petición se formule de manera pacífica y respetuosa 

hacia la autoridad, misma que debe acordar y notificar al 

promovente sobre el resultado de su pretensión; por otra parte 

refiere que los C.C. [******] presentaron ante la Dirección de 

Averiguaciones Previas una denuncia y/o querella por los delitos 

de Falsificación y Uso de documentos públicos o privados, 

fraude, despojo de bien inmueble, considerando que no le ha 

dado el debido trámite a dicho expediente, por lo que se 

considera presuntamente violentado el derecho de acceso a la 

justicia establecido en el artículo 20 Constitucional en referencia 

a los derechos de la persona víctima del delito, al no acceder de 

manera adecuada y expedita a la procuración de justicia. 

 

  TERCERA. Por lo que corresponde a los hechos de los 

cuales se duele la quejosa imputables a la Dirección de Asuntos 

Notariales, se hace necesario entrar al estudio de las 

constancias existentes en autos respecto al procedimiento 

administrativo número 003/2010, iniciado ante la Dirección de 

Asuntos Notariales con motivo de la queja presentada por la C. 



[******], Notario Público número 233 con ejercicio en Reynosa, 

Tamaulipas, se advierte de las mismas que se otorgó trámite a 

la solicitud de la quejosa, tal es el caso de que se llevaron a 

cabo las etapas del procedimiento administrativo hasta su 

conclusión mediante la resolución de fecha siete de septiembre 

del año dos mil doce, emitida por el Secretario del Trabajo y 

Asuntos Jurídicos, mediante la cual se determinó que el LIC. 

[******], titular de la Notaría Pública número 233 de Reynosa, 

Tamaulipas, incurrió en faltas administrativas graves en el 

ejercicio de sus funciones, imponiéndose como sanción una 

multa equivalente a quinientos días de salario mínimo general 

vigente en la capital del Estado, de conformidad con lo 

establecido en la fracción II inciso h) del artículo 133 de la Ley 

del Notariado en vigor, en virtud de nohaberse asegurado 

debidamente de la identidad de los otorgantes en los actos y 

hechos en que intervino, en términos del artículo 97 de la citada 

ley; además en dicha resolución aparece que la misma quejosa 

acudió a la Dirección de Asuntos Notariales a solicitar informe 

del estado que guardaba la queja, ello previo a interponer su 

inconformidad ante esta Comisión, sin que en autos de la 

presente queja se acredite lo contrario, habiendo sido notificada 

la accionante de esta vía sobre el trámite realizado mediante 

oficio número 4086/2011 de fecha 25 de agosto del año 2011, 

motivo por el cual en razón de lo anterior esta Comisión de 

Derechos Humanos considera que nos encontramos ante el 

supuesto establecido en el artículo 46 de la Ley de la Comisión 



de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, en relación a 

la fracción I del artículo 65 de su Reglamento los cuales 

establecen textualmente: ARTÍCULO 46.- Los acuerdos de no 

responsabilidad son las resoluciones que deberá dictar la 

Comisión cuando no se comprueben las violaciones de derechos 

humanos imputados a una autoridad o servidor público. 

ARTICULO 65. Los Acuerdos de No Responsabilidad se expedirán 

después de haberse concluido el procedimiento de investigación 

de la queja y no se comprueben las violaciones de los derechos 

humanos imputadas a una autoridad o servidor público, en los 

siguientes supuestos: I.- Porque el acto emanado de la autoridad 

o servidor público se encuentre ajustado a derecho y, por lo 

tanto, sea inexistente la violación de derechos humanos. En 

virtud de lo anterior lo procedente es decretar Acuerdo de No 

Responsabilidad única y exclusivamente por lo que respecta a la 

autoridad señalada en la presente conclusión. 

 

  CUARTA. Por lo que respecta a los hechos imputados 

en contra del Director de Averiguaciones Previas de la 

Procuraduría General de Justicia del Estado, una vez analizadas 

todas y cada una de las circunstancias referidas por la quejosa y 

en forma principal los autos de la averiguación previa número 

135/2011, se advierte que luego de la denuncia presentada por 

los C.C. [******], en contra de quien resulte responsable por los 

delitos de falsificación y uso de documentos públicos o privados, 

fraude y despojo de inmueble, se llevaron a cabo diversas 



diligencias tendientes al esclarecimiento de los hechos, sin 

embargo se advierte de las mismas que el Agente del Ministerio 

Auxiliar de la Dirección de Averiguaciones Previas encargado de 

la investigación, fue omiso en practicar diversas probanzas 

necesarias al caso, tal es el hecho de que luego de decretar en 

fecha dieciséis de enero del año dos mil doce el no ejercicio de 

la acción penal en favor de los indiciados [******] por los delitos 

de fraude y despojo de inmueble, y acuerdo de reserva por lo 

que respecta a los delitos de falsificación y uso de documentos 

públicos o privados, dicha resolución fue revocada por parte del 

Segundo Subprocurador General de Justicia del Estado, 

señalando se realizara la práctica de las siguientes diligencias: 

1. Se diera cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 295 del 

Código de Procedimientos Penales en cuanto a la 

legalización de las pruebas documentales. 

2. Citar a [******] para que rindieran sus declaraciones 

informativas en relación a los hechos que se investigan. 

3. Citar a [******] para que rindiera su declaración como 

indiciado. 

4. Requerir al Notario Público número 233 LIC. [******] 

exhibiera el libro de protocolo CDXLI, volumen DCCLXXIV, 

que contiene el acta 13491, relativa a la certificación y 

formalización de un contrato de compra venta de un bien 

inmueble en fecha 31 de marzo de dos mil nueve. 



5. Solicitar a la Dirección de Asuntos Notariales del Estado si 

se encuentra radicada queja o expediente administrativo 

en contra del Notario Público número 233, LIC. [******]. 

6. Solicitar al Archivo General de Notarías en el Estado 

informe si la Notaría Pública número 233 a cargo del LIC. 

[******] con ejercicio en Reynosa, Tamaulipas se encuentra 

inhabilitada, suspendida o fuera de funciones. 

 

Al respecto de lo anterior se desprende que la 

averiguación fue remitida al Director de Averiguaciones Previas, 

quien a su vez designó a la Agente del Ministerio Público Auxiliar 

para que llevara a cabo las diligencias ordenadas y una vez 

hecho esto se determinara lo que en derecho correspondiera, 

por tal situación la Agente del Ministerio Público designada 

elaboró un acuerdo en fecha doce de marzo del año dos mil 

doce, para efecto de llevar a cabo el desahogo de las pruebas 

ordenadas por la superioridad a excepción de la marcada con el 

número 1 en la que dijo solamente que se acordará en su 

momento procesal oportuno.  En tal virtud, se giraron los oficios 

correspondientes a las autoridades señaladas y se giró citatorio 

a los denunciantes, a fin de que aportaran los domicilios de los 

testigos señalados en el punto número 2; sin embargo, en el 

desahogo de dicha pruebas tenemos que solamente se 

cumplieron las señaladas en los puntos 3,4,5 y 6, toda vez que 

la señalada en el punto número 1 no fue realizada, es decir, la 

legalización de los documentos procedentes del extranjero que 



se reputan como auténticos, tal y como lo establece el artículo 

295 del Código de Procedimientos Penales, mientras que de las 

declaraciones de los C.C. [******] se emitió la solicitud de 

exhorto al Delegado Regional de la Procuraduría General de 

Justicia del Estado en Reynosa, Tamaulipas, hasta el 14 de 

octubre del 2013, y solamente se recabaron las declaraciones de 

[******], mientras que los demás no obra constancia de que 

hayan declarado o que inclusive se le haya hecho efectivos los 

medios de apremio establecidos en la legislación penal, además 

de ello se desprendieron las citas a los C.C. [******], pero no se 

han agotado todos los medios disponibles para hacerlos 

comparecer a pesar de que existe en autos constancia de que 

por lo menos el primero de ellos sí tuvo conocimiento directo 

sobre la solicitud, situación que se estima irregular por parte del 

Agente del Ministerio Público Investigador exhortado, a causa de 

ello retarda la realización de las probanzas que se deriven de las 

mismas comparecencias y pudiendo emanar copartícipes en los 

delitos que se investigan. 

 

A lo anterior se agrega el hecho de que el 

denunciante mediante escrito de fecha 30 de abril del año dos 

mil doce (que obra a foja 301) aportó ante el Representante 

Social pruebas documentales de la visita especial hecha al 

Notario Público Número 233 de Reynosa, Tamaulipas, por parte 

de la Dirección de asuntos Notariales del Estado, además solicitó 

el desahogo de las declaraciones de los testigos [******], así 



como también prueba pericial de caligrafía y grafoscopía sobre 

las firmas de los mandantes en el poder motivo de la 

investigación,  pero no recayó acuerdo alguno en específico, a 

pesar de que el mismo denunciante  le hizo del conocimiento tal 

omisión mediante promoción de fecha 28 de mayo del año 

2012, a la cual obtuvo como respuesta que ya se había 

realizado el acuerdo de fecha 01 de junio del mismo año; sin 

embargo, en ese acuerdo fue omisa la autoridad en manifestarle 

al denunciante la procedencia o no de cada uno de los puntos 

referidos, constituyendo ello una omisión por parte del órgano 

de procuración de justicia.  

 

Por otra parte, obsérvese que el escrito señalado en 

el párrafo anterior data desde el día 30 de abril del año 2012, 

posterior a ello obra acuerdo de fecha 26 de julio de ese mismo 

año en el cual se ordena solamente una diligencia de Inspección 

Ministerial en la Notaría Pública número 233 de Reynosa, 

Tamaulipas, la cual no se había llevado a cabo, de acuerdo a la 

constancia de fecha 17 de septiembre del mismo año que obra a 

foja 391. Posterior a ello se emite un nuevo acuerdo en esa 

misma fecha ordenando la misma diligencia pero incluyendo que 

se efectuara con el objetivo de poder realizar la prueba de 

caligrafía y grafoscopía solicitada por el denunciante; exhorto 

que fue remitido a la autoridad exhortante hasta el día 18 de 

diciembre del 2012 según consta en autos a foja 395 y que 

fuera acordado hasta el día 14 de enero del año 2013, luego de 



esto solamente obra diligencia de fecha 15 de enero del mismo 

año sobre solicitud de copias por parte del denunciante, sin 

existir actividad alguna de investigación durante un tiempo 

aproximado de tres meses hasta el día 15 de abril del 2013 

cuando se realiza un acuerdo respecto de la solicitud del 

denunciante para que se ejercitara la acción penal, petición de 

fecha 09 de abril del referido año. De lo señalado anteriormente, 

es evidente la dilación en cuanto a estas diligencias tanto de la 

autoridad exhortante y que integra la averiguación, como de la 

autoridad exhortada en la ciudad de Reynosa, Tamaulipas. 

 

Continuando con la apreciación de las constancias de 

la averiguación previa 135/2011 y en específico sobre el exhorto 

enviado por la LIC. [******], al Delegado Regional de la 

Procuraduría General de Justicia del Estado en Reynosa, 

Tamaulipas, recibido por éste en fecha 13 de mayo del 2013, se 

evidencia dilación en la integración del expediente toda vez que 

transcurrió un período aproximado de tres meses para que se 

diligenciara, recabándose hasta el 19 de agosto del mismo año; 

luego de ello se omitió actuar en la indagatoria hasta que el 

denunciante anexó una promoción en fecha 11 de septiembre 

del año referido, al cual recayó un acuerdo el 14 de octubre del 

2013, que corresponde a escritos del denunciante presentados 

en fecha 10 de junio y 10 de julio del mismo año, en el que se 

advirtieron las diligencias a recabar de los testigos señalados en 



el escrito de ofrecimiento de pruebas de fecha 30 de abril del 

año 2012, el cual no se había acordado debidamente.  

 

  Cabe señalar que dentro de los autos de la 

indagatoria se advierte que el último acuerdo emitido en el año 

2013 se realizó en fecha 04 de diciembre y no se actuó en el 

expediente hasta emitir otro acuerdo en fecha 27 de mayo del 

2014, es decir, existió un lapso aproximado de 5 meses sin 

haberse desahogado diligencia alguna, este último acuerdo 

referido se amplió para el efecto de localizar y hacer comparecer 

por diversos medios a los C.C. [******] con los respectivos 

apercibimientos; no obstante, la autoridad que se encargó de 

diligenciar lo acordado, la Agente del Ministerio Público Auxiliar 

adscrita a la Delegación Regional de la Procuraduría General de 

Justicia del Estado con residencia en Reynosa, Tamaulipas, no 

agotó en su totalidad los medios con los que contaba para lograr 

el objeto de la prueba que lo era hacer comparecer a las 

personas mencionadas anteriormente, tal es el hecho de que, 

mediante acuerdo de fecha 19 de septiembre se realizó de 

nueva cuenta otro acuerdo por parte de diversa Agente del 

Ministerio Público, quien ordenó las mismas diligencias, y otras 

más para efecto de integrar la averiguación, por lo cual el 

desempeño de la autoridad exhortada también fue ineficiente. 

   

Lo anteriormente referido se estima contraviene lo 

establecido en el artículo3 del Código de Procedimientos Penales 



vigente en el Estado, mismo que refiere en su fracción II que el 

Ministerio Público en ejercicio de su acción persecutora deberá 

recabar las pruebas para acreditar el cuerpo del delito y la 

probable responsabilidad de los participantes, ello implica la 

actuación de carácter oficiosa de la autoridad de recabar 

pruebas sin necesidad que la averiguación sea impulsada 

solamente por las partes, como lo es en este caso por el propio 

denunciante. 

   

Todas las circunstancias mencionadas en los párrafos 

que anteceden además de constituir evidentes irregularidades 

durante la tramitación de la averiguación previa 135/2011, se 

suma el hecho de que no se ha resuelto conforme a derecho, 

situación que claramente vulnera de manera directa los 

derechos de las víctimas del delito ya que queda de manifiesto 

que la autoridad responsable ha dejado en un estado de 

incertidumbre jurídica a la parte afectada, provocando la 

posibilidad de que el responsable pueda salir impune y que los 

daños causados por el delito no sean reparados conforme los 

dispone la fracción IV del apartado B del artículo 20 

Constitucional vigente, el cual señala:  

“Artículo 20. En todo proceso del orden penal, el inculpado, la víctima o 

el ofendido, tendrán las siguientes garantías: 
[…] 

B. de la víctima o del ofendido: 

[…] 

IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el 

Ministerio Público estará obligado a solicitar la reparación del daño y el 

juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha 

emitido una sentencia condenatoria.” 



 

  Aunado a ello la autoridad responsable al no regir su 

actuación bajo los principios establecidos en el artículo 5 de la 

Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado y 

7 punto número 3 apartado A de la misma ley los cuales 

textualmente refieren: 

ARTÍCULO 5°.- Los servidores públicos que integran la Procuraduría 

regirán su actuación con base en los principios constitucionales de 

legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a 

los derechos humanos. 
ARTÍCULO 7°.- Al Ministerio Público del Estado le compete el ejercicio de 

las siguientes atribuciones: 

 

I. La función de seguridad pública relativa a la investigación y 

persecución de los delitos, que comprende: 

 

A) En la etapa de la averiguación previa: 

[….] 

3. Practicar las diligencias necesarias para acreditar el hecho delictuoso 

y la probable responsabilidad del indiciado, así como el monto del daño 

causado; 

[….] 

7. Obtener elementos probatorios para acreditar el cuerpo del delito y la 
probable responsabilidad del indiciado, y solicitar a los particulares la 

aportación voluntaria de los mismos y, en su caso, solicitar al órgano 

judicial la autorización u orden correspondiente para su obtención; 

[….] 

14. Garantizar los derechos de las víctimas y ofendidos, así como de los 

imputados, en los términos de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y demás disposiciones legales aplicables; 

 

  De la misma manera se violentó lo que establece la 

fracción XIV del artículo 27 del Reglamento a la Ley Orgánica 

del Ministerio Público en la entidad, ya que la autoridad 

responsable no procuró la expedita, pronta y completa 

procuración de justicia, como unidad administrativa directa del 



Procurador General de Justicia del Estado, mismo artículo que 

refiere lo siguiente:  

“ARTICULO 27.- Son facultades del Procurador, en forma enunciativa y 

no limitativa, que podrá ejercer por conducto de las unidades 

administrativas de la Procuraduría, las siguientes: 

[….] 

XIV.- Investigar y perseguir el delito del orden común, cometido en el 

Estado o cuya ejecución se inicie fuera del territorio del Estado y se 

consume o cause efectos dentro del mismo, ejercitar la acción penal y 

promover la expedita, pronta, completa e imparcial procuración de 

justicia;”.. 

 

  En virtud de que, hasta este momento no se ha 

llegado a una determinación de la indagatoria, constituye 

claramente una irregularidad por parte de la autoridad 

impidiendo con esto al acceso pronto a la justicia, por lo que se 

estima violatorio de lo dispuesto en el artículo 17 Constitucional 

que a la letra dice:  

“Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni 
ejercer violencia para reclamar su derecho. 
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 
términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de 
manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, 
quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales”. 
 

  A lo anterior se suscribe el hecho de que existe la 

obligación contenida en el artículo 1.1 de la Convención 

Americana Sobre Derechos Humanos en la que se establece que 

los Estados partes se comprometen a respetar los derechos y 

libertades reconocidos en ella y garantizar su libre y pleno 



ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción; tal es 

el hecho señalado que se evidencia que no se ha cumplido con 

la obligación de respetar los derechos de las personas víctimas 

del delito. 

 

  Sumado a lo referido anteriormente existe la omisión 

de la autoridad de observar los establecido en otro instrumento 

internacional de derechos humanos adoptado por México el 07 

de septiembre de 1990 denominado “Directrices Sobre la 

Función de los Fiscales” Aprobadas por el Octavo Congreso de 

las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento 

del Delincuente, celebrado en La Habana, Cuba, mediante el 

cual se busca crear condiciones ideales para que pueda 

mantenerse la justicia y estimularse el respeto a los derechos 

humanos contribuyendo a un sistema penal justo y equitativo y 

a un acceso más eficaz a la justicia para la víctima del delito, y 

en consecuencia al efectivo resarcimiento de daños, dichas  

directrices establecen: 

Artículo 11. Los fiscales desempeñarán un papel activo en el 

procedimiento penal, incluida la iniciación del procedimiento y, cuando 

así lo autorice la ley o se ajuste a la práctica local, en la investigación de 

delitos, la supervisión de la legalidad de esas investigaciones, la 

supervisión de la ejecución de fallos judiciales y el ejercicio de otras 

funciones como representantes del interés público. 

Artículo 12. Los fiscales, de conformidad con la ley, deberán cumplir sus 

funciones con imparcialidad, firmeza y prontitud, respetar y proteger la 

dignidad humana y defender los derechos humanos, contribuyendo de 

esa manera a asegurar el debido proceso y el buen funcionamiento del 

sistema de justicia penal. 
13. En cumplimiento de sus obligaciones, los fiscales: 

…. 



b) Protegerán el interés público, actuarán con objetividad, tendrán  

debidamente en cuenta la situación del sospechoso y de la víctima, y 

prestarán atención a todas las circunstancias pertinentes, prescindiendo 

de que sean ventajosas o desventajosas para el sospechoso;  
 

  La autoridad responsable, con su conducta violentó 

también lo dispuesto por los artículos 1 y 2 del Código de 

Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la 

Ley, en dichos artículos se refiere lo siguiente: 

“Artículo 1.- Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 

cumplirán en todo momento los deberes que les impone la ley, sirviendo 

a su comunidad y protegiendo a todas las personas contra actos 

ilegales, en concordancia con el alto grado de responsabilidad exigido 

por su profesión. 

Artículo 2: En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados 

de hacer cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad humana y 
mantendrán y defenderán los derechos humanos de todas las personas.” 
 

 

  Además de infringir lo dispuesto por el Artículo 47 

fracciones I, V y XXI de la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado de Tamaulipas:  

 “Artículo 47.- Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones 

para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 

eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, 

cargo o comisión, y cuyo incumplimiento dará lugar al procedimiento y a 
las sanciones que corresponda, según la naturaleza de la infracción en 

que se incurra, y sin perjuicio de sus derechos laborales:  

I.- Cumplir con la máxima diligencia, el servicio que le sea 

encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la 

suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio 

indebido de su empleo, cargo o comisión;  

[...]  

XXI.- Cumplir con cualquier disposición jurídica relacionada con el 

servicio público.” 

XXII.- Las demás que le impongan las leyes y reglamentos. 

 

  Por lo anteriormente expuesto, este Organismo 

estima procedente formular RECOMENDACIÓN al Procurador 



General de Justicia del Estado, como superior jerárquico de los 

servidores públicos implicados en la integración de la 

averiguación previa 135/2011, a fin de que se realicen diversas 

acciones para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 1 

de nuestra Carta Magna que impone a las autoridades el deber 

de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 

derechos humanos, lo anterior es así ya que ha quedado 

demostrado que por parte de los Agentes del Ministerio Público 

Investigadores encargados de la averiguación no realizaron en 

forma diligente las actuaciones tendientes a esclarecer los 

hechos denunciados por los C.C. [******], por lo que se deberán 

tomar medidas para que las víctimas de violaciones a derechos 

humanos obtengan la reparación correspondiente de 

conformidad con lo establecido en los artículos 26, 27, 60 

fracción II, 64 fracción III, 74 y demás relativos de la Ley 

General de Víctimas, así como lo relativo a los artículos 28, 29, 

31 fracciones II y III, 32 fracción II, 34 fracción I y demás 

relativos de la Ley de la Protección a Victimas del Estado. 

 

En razón de lo anterior, con fundamento en lo 

expuesto por los artículos 102 apartado “B” de la Constitución 

Política de la República, 3, 8 fracción V, 22 fracción VII, 41 

fracciones I y II, 42, 46, 48 y 49 de la Ley que rige la 

organización y funcionamiento de este Organismo, emite los 

siguientes: 

 
 



R E S O L U T I V O S 
 

  PRIMERO: Se emite Acuerdo de No responsabilidad 

por encontrarse debidamente acreditada la materialización de la 

hipótesis contemplada en el artículo 46 de la Ley de la Comisión 

de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, por lo que 

respecta única y exclusivamente a los hechos imputados al 

Director de Asuntos Notariales del Estado. 

 

SEGUNDO. Se Recomienda al C. Procurador General 

de Justicia del Estado en su carácter de superior jerárquico de 

los servidores públicos implicados para el efecto de que realice 

las siguientes acciones: 

1. Instruya a quien corresponda, a fin de que se 

agilice la integración y resolución de la Averiguación Previa 

número 135/2011, tramitada en la Agencia del Ministerio 

Público Auxiliar de la Dirección de Averiguaciones Previas, 

verificándose que dicha indagatoria se lleve a cabo bajo el 

principio de la debida diligencia y surta efectos eficaces en el 

menor tiempo posible evitando un mayor daño a la víctima del 

delito. 

2. Otorgar una asistencia integral a la víctima 

durante la averiguación previa. 

3. Como medida de no repetición garantice que la 

indagatoria materia de la queja se ajuste debidamente a las 

reglas del debido proceso y por ende, una acceso efectivo a la 

justicia. 



4. Por último, se gire oficio al órgano de control en 

la Procuraduría General de Justicia del Estado para efecto de 

que se inicie el expediente administrativo de responsabilidad en 

contra de los servidores públicos que incumplieron con las 

obligaciones que su encargo requiere y en su caso, se apliquen 

las sanciones que correspondan. 

 

De conformidad con lo previsto por el artículo 49 de 

la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 

Tamaulipas, dispone Usted de un plazo de diez días hábiles, 

contados a partir de la fecha de recepción de la presente 

resolución, para informar a este Organismo  si acepta o no la 

recomendación formulada y, en su caso, enviar dentro de los 

quince días siguientes las pruebas de que se ha iniciado su 

cumplimiento. 

 
Notifíquese la presente resolución a las partes de 

conformidad a lo dispuesto por el artículo 53 de la Ley de la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas. 

 

Así lo formuló el C. Dr. José Ramiro Roel Paulín, 

Secretario Técnico de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de Tamaulipas, y aprueba y emite el C. Dr. José Martín 

García Martínez, Presidente de esta Comisión, en términos de 

los artículos 22, 24 fracción VI, incisos c) y d) de la Ley que 

regula el funcionamiento de este Organismo, así como el 23 

fracción VII, 26 y 69 de su Reglamento. 



 

 


